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                          ACTA  Nº 27-10
Sesión celebrada el 19 de Julio del 2010
Acta de la Sesión Ordinaria número veintisiete de la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica, celebrada en sus oficinas centrales, ubicadas en la ciudad de San José, Costa Rica, a las dieciocho horas con diez minutos del diecinueve de julio del dos mil diez.
Miembros presentes: Dra. Erika Hernández Sandoval, Presidenta; MSc. Christian E. Campos Monge, Vicepresidente; Lic. Ronald Eduardo Segura Mena, Secretario; MSc. Jeannette Arias Meza, Vocal I; MSc. Fabio Vincenzi Guilá, Vocal II; Licda. Jenny Hernández Solís, Vocal III; MSc. Juan Carlos Granados Vargas, Vocal IV; Licda. Vivian Wyllins Soto, Fiscal.
Miembros ausentes con justificación: Licda. Stella Santamaría Jiménez, Prosecretaria; Dr. Enrique Rojas Solís, Tesorero; Licda. Ana Lorena Castro Corrales, Vocal V.
Funcionaria Asistente: Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo, Sra. Annia Picado Mesén, Secretaria de Actas. 
ARTICULO 1) COMPROBACIÓN DE QUÓRUM E INICIO DE SESIÓN. 
La Dra. Erika Hernández Sandoval, Presidenta, comprobado el quórum de ley da inicio  a la sesión ordinaria Nº 27-10, del 19 de julio 2010.
ARTICULO 2) LECTURA Y APROBACIÓN DE LA AGENDA DE PRESIDENCIA. 
La Dra. Erika Hernández Sandoval, somete a consideración de los señores (as) Directivos la agenda de Presidencia, y queda de la siguiente manera: 1.- Comprobación de quórum e inicio de sesión; 2.-Aprobación de Agenda Presidencia; 3.- Lectura y aprobación del acta 26-2010, 4.- Audiencia Licda. Marta Villarreal Castillo-APAC. 5.- Asuntos de Fondo de Fiscalía. 6.- Correspondencia; 7.- Informe Dirección Ejecutiva. 8.- Informe de Aranceles-Licda. Jenny Hernández Solís. 9.-Informe de Presidencia, 10.-Informe de Directores y Directoras.
SE ACUERDA 2010-27-001 Aprobar la Agenda de Presidencia presentada por la Dra. Erika Hernández Sandoval. Seis votos. Se modifica la agenda para atender en el punto 3) a las representantes de APAC.
ARTICULO 3) AUDIENCIA LICDA. MARTA VILLARREAL CASTILLO-APAC. 
Al ser las dieciocho horas con trece minutos ingresan la Licda. Marta Villarreal Castillo-APAC y la Licda. Margarita Gallegos, APAC.
La Licda. Marta Villarreal Castillo, externa que pertenece (voluntariado) a una Asociación Internacional, que se encuentra en más de 106 países alrededor del mundo y fue fundada en 1976 por de Charles W. Colson. Añade que la Confraternidad Carcelaria Internacional, consiste en un movimiento global de compasión y esperanza motivado por la vida y las enseñanzas de Jesucristo, que en unidad, trasciende culturas, idiomas, denominaciones y tradiciones para servir a las personas privadas de libertad en el nombre de Jesús. Es la red más grande de personas en el mundo dedicadas a trabajar entre las personas privadas de libertad, exprivadas de libertad, sus familias, las víctimas y la comunidad a favor de su transformación, reconciliación y restauración. Indica que la Confraternidad de Costa Rica cuenta con 3 proyectos principales: -La Casa de la Misericordia para la atención de indigentes que en su mayoría son exprivados de libertad. Amplia la Licda. Margarita Gallegos, que dicho proyecto se financia con el IMAS y alrededor de 100 personas diarias llegan a bañarse y a desayunar, los jueves se les da atención médica. La Licda. Marta Villarreal Castillo, explica que se ideó la Metodología APAC, que es un método de valorización humana y espiritualidad, basado en el amor, la confianza y la disciplina, que brindan a la persona privada de libertad, la oportunidad de recuperarse y reconciliarse consigo mismo, con sus semejantes y con Dios. Es una metodología cuya meta es la transformación de las personas privadas de libertad en hombres y mujeres productivos (as), para sus familias y la comunidad, para lo cual Adaptación Social hace 4 años dio la oportunidad de implementar esta metodología en la Cárcel de Cartago y luego se trasladó a la cárcel antigua de San Agustín en Heredia y se firmó un convenio con el Ministerio de Justicia. Destaca que la reincidencia es baja. La Licda. Margarita Gallegos, indica que los elementos de la Metodología APAC son: participación de la comunidad, recuperando ayudando al recuperando, trabajo, espiritualidad, asistencia Jurídica, asistencia a la salud, valorización humana,  familia (no es igual que el sistema carcelario de Costa Rica, donde se pasa la pena  a la Familia la cual se ve afectada, los voluntarios y el curso de formación, mérito, y la jornada de liberación con Cristo.- Explica además que existe el Proyecto Semillitas de Amor, que consiste en trabajar con las esposas (enseñarles un oficio)  e hijos (becas de estudio) de los privados de libertad. Enfatiza que lo anterior es el éxito de APAC en Brasil que abarcó todas las áreas de metodología, por eso la Confraternidad cuenta con los mejores programas para la prevención del delito. APAC es un sistema carcelario diferente, de oportunidades, respeto y esperanza, que cuenta de tres etapas: cerrada, media-de capacitación, etapa abierta donde pueden trabajar e ir a visitar a su familia con vigilancia y regresar al Centro, mínimo 20 meses deben estar en el programa. La Licda. Marta Villarreal Castillo, explica que manejan convenios con el INA, UNED, esto con la finalidad de brindarles herramientas que les ayuden a reinsertarse adecuadamente en la sociedad. Posteriormente se realizan las siguientes intervenciones: El Lic. Ronald Segura Mena, consulta si se tiene registro de las personas que se han reinsertado al mercado laboral. La Licda. Marta Villarreal Castillo, indica que se cuentan con tres etapas, pero sólo se ha podido desarrolla una etapa. Añade que se reunieron con el Ministro de Justicia y les informó que existe un proyecto donde se van a construir 20 cárceles pequeñas para atender a 100 personas y dentro de ese programa tienen incluido a APAC, para desarrollar las 3 etapas. La MSc. Jeannette Arias Meza, consulta cómo están coordinadas con las redes para poder proveerlos de espacio civil a nivel laboral. La Licda. Marta Villarreal Castillo, explica que una vez que se llega a cumplir la tercera etapa, la idea es organizar talleres de preparación para la inserción laboral, en este momento se hace por medio de conexiones que los voluntarios tienen con algunas compañías. Asimismo externa que las Estadísticas son: -Cuatro años de implementación en Costa Rica, -144 Privados de Libertad beneficiados con la Metodología APAC, -36 privados de libertad, población actual, 6 egresos por incumplimiento a la Declaración de Compromiso, 2 Fugas, de esos uno regresó al día siguiente. 106 privados de libertad han egresado con un cambio de programa o libertad condicional, 10 Personas  han reincidido en la actividad delictiva, 9% de reincidencia y el100% es población masculina. La MSc. Jeannette Arias Meza, pregunta, cómo trabajan con el personal del Centro. Asimismo cómo abordan la problemática de violencia doméstica con las esposas de los privados de libertad. La Licda. Marta Villarreal Castillo, responde que se maneja un convenio con el Ministerio de Justicia y Adaptación Social y el personal recibe la capacitación correspondiente. Sobre violencia doméstica, destaca que no tienen esos problemas, porque tienen comprensión y reconocimiento del propio error. El MSc. Juan Carlos Granados Vargas, consulta cuál es la solicitud concreta que vienen a plantear. La Licda. Marta Villarreal Castillo, indica que requieren apoyo económico.
Finalmente la Dra. Erika Hernández Sandoval, felicita a las Licenciadas por su trabajo voluntario en APAC e indica que la Junta Directiva, les enviará el acuerdo que tomen al respecto. 
Al ser las diecinueve horas se retiran la Licda. Marta Villarreal Castillo y la Licda. Margarita Gallegos
ARTICULO 4) LECTURA Y APROBACION DEL ACTA No. 26-10, DEL 12 DE JULIO DE  2010.
Revisada el acta 26-10 del 12 de Julio 2010 por los señores Directores y realizadas las observaciones pertinentes,  proceden a aprobarla. 

SE ACUERDA 2010-27-002 Aprobar el acta 26-10 celebrada el 12 de Julio  2010, con las observaciones realizadas por los señores Directores. Cinco votos. El MSc. Juan Carlos Granados Vargas, se abstiene de votar, por cuanto no estuvo en dicha sesión. 
ARTICULO 5) ASUNTOS DE FONDO DE FISCALÍA.
Al ser las diecinueve horas con trece minutos ingresan los Licenciados  Antonio Lacayo Vega, Juan Carlos Campos Sanabria, Gary Hernández Santana, Maryoni Pérez Castro, Jurguen Mojica Sanabria, Lissette Bogantes Vindas.
El Lic. Ronald Segura Mena, se retira un momento del Salón de Sesiones. 
 
5.1.- ASUNTOS DE FONDO.
Expone la Licda. Lissette Bogantes Vindas.

5.1.1.- Expediente Nº: 658-08. Denunciado: Lic. José Arrieta Guzmán. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de La Unión). 
SE ACUERDA 2010-27-003 Declarar sin lugar el recurso, dar por agotada la vía administrativa. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.1.2.- Expediente Nº: 364-08. Denunciado: Lic. Humberto Méndez Barrantes. Denunciante: María de Los Ángeles González Rojas. 
SE ACUERDA 2010-27-004 Declarar con lugar el recurso de revocatoria y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.1.3.- Expediente Nº: 530-07. Denunciada: Licda. Guiselle Chacón Araya. Denunciante: De Oficio (Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de La Unión). 
SE ACUERDA 2010-27-005 Declarar sin lugar el recurso de revocatoria y las excepciones planteadas, dar por agotada la vía administrativa. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.1.4.- Expediente: 814-07. Denunciada: Licda. Marianella Gonzalez Fonseca. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Alajuela). 
SE ACUERDA 2010-27-006 Declarar con lugar parcialmente el recurso de revocatoria, en cuanto a la sanción a aplicar, misma que se fija en una amonestación, en lo demás se mantiene incólume la resolución recurrida, dando por agotada la vía administrativa. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.1.5.- Expediente Nº: 270-07. Denunciada: Licda. Gina Vargas Aguilar. Denunciante: Marianella Vega Cruz. 
SE ACUERDA 2010-27-007 Declarar sin lugar el recurso y dar por agotada la vía administrativa. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.1.6.- Expediente Nº: 445-07. Denunciado: Lic. Ulises Calderón González. Denunciante: Lizanías Quirós Rojas. 
SE ACUERDA 2010-27-008 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
 

5.1.7.- Expediente Nº: 154-09. Denunciados: Lic. Fabio Evencio Rodríguez Bastos y Lic. Carlos Eduardo Rojas Castro. Denunciante: Carlos Isaías Santander Flores. 
SE ACUERDA 2010-27-009 Declarar sin lugar el recurso de revocatoria, testimoniar piezas al Ministerio Público y dar por agotada la vía administrativa. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.1.8.- Expediente Nº 349-06. Denunciada: Licda. Ana Betina Chacón Jara. Denunciante: José Ferney Ibañez Gómez. 
SE ACUERDA 2010-27-010 Declarar sin lugar el recurso y dar por agotada la vía administrativa. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.1.9.-Expediente Nº: 039-07. Denunciado: Lic. Danilo Arrieta Guzmán. Denunciantes: Dennis Morales Sánchez y otros. 
SE ACUERDA 2010-27-011 Declarar sin lugar la denuncia en aplicación del principio del indubio pro administrado y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.1.10.- Expediente Nº: 156-10. Denunciado: Lic. German Guillen Castro. Denunciantes: José Ángel Rodríguez Rojas. Causa. Rechazo de plano. 
SE ACUERDA 2010-27-012 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.2 Expone la Licda. Maryoni Pérez Castro.
5.2.1.- Expediente Nº: 210-09. Denunciado: Lic. Walter Rodríguez Rodríguez. Denunciante: José Mario Peñaranda Segreda. 
SE ACUERDA 2010-27-013 declarar con lugar la denuncia e imponer al licenciado Walter Rodríguez Rodríguez la sanción disciplinaria de amonestación privada. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.2.2.- Expediente Nº: 376-08. Denunciada: Licda. Krysia Muñoz Jiménez. Denunciante: Edwin Rolando Murillo Quesada. 
SE ACUERDA 2010-27-014 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.2.3.- Expediente Nº: 607-08. Denunciada: Licda. Karla Retana Agüero. De Oficio (Juzgado Penal de Pavas).

SE ACUERDA 2010-27-015 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Cinco votos. Voto en contra de la Licda. Vivian Wylllins Soto, por considerar que se debe declarar con lugar la denuncia e interponer amonestación privada. 

5.2.4.- Expediente Nº: 366-08. Denunciado: Lic. José Anibal Cascante Soto. Denunciante: Ivan Alexander Villalobos Valerín (representación del Banco Central de Costa Rica). 
SE ACUERDA 2010-27-016 Declarar con lugar la denuncia e imponer al licenciado José Anibal Cascante Soto la sanción disciplinaria de tres meses de suspensión en el ejercicio de la profesión. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.2.5.- Expediente Nº: 247-09. Denunciado: Lic. Jhonny Jiménez Oconitrillo. Denunciante: Cinthia Cruz Campos.
SE ACUERDA 2010-27-017  Declarar con lugar la denuncia e imponer al denunciado la sanción disciplinaria de tres meses de suspensión y se le previene la devolución de trescientos setenta y cinco mil colones a la denunciante en el plazo de un mes, en caso de incumplimiento la sanción podrá ser aumentada hasta su extremo máximo de tres años de suspensión en el ejercicio de la profesión. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.2.6.- Expediente Nº: 645-09. Denunciada: Licda. Dioney Barrett Brayan. De Oficio (Juzgado Penal, Juvenil y de Familia Primer Circuito Judicial, Zona Atlántica). 
SE ACUERDA 2010-27-018 Declarar con lugar la denuncia e imponer a la licenciada Dioney Barrett Bryan la sanción disciplinaria de tres meses de suspensión en el ejercicio profesional. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
Se deja constancia que la Junta Directiva, recomienda enviar piezas al Ministerio Público, y se indica por parte de la instructora de Fiscalía que ya se hizo. 

5.2.7.- Expediente Nº: 225-09 Denunciado: Lic. Jorge Arturo Gamboa Ureña. Denunciante: Policía de Proximidad de Garabito. (José Luis Sandoval Vega Jefe de la Delegación). 
SE ACUERDA 2010-27-019  Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.2.8.- Expediente Nº: 638-08. Denunciado: Lic. Carlos Francisco García Zamora. Denunciante: Lidia María Rodríguez Arce. 
SE ACUERDA 2010-27-020  Declarar con lugar la denuncia e imponer la sanción disciplinaria de 3 años de suspensión en el ejercicio de la profesión. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.2.9.- Expediente Nº: 414-08. Denunciado: Lic. Mainor Gómez Calvo. De Oficio (Juzgado Penal de Alajuela). 
SE ACUERDA 2010-27-021 Declarar parcialmente con lugar el recurso de revocatoria en cuanto a la sanción a aplicar la cual se fija en un apercibimiento por escrito. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.2.10.- Expediente Nº: 490-08. Denunciado: Lic. Jesús Rojas Oconor. De Oficio (Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José). 
SE ACUERDA 2010-27-022 Declarar sin lugar el recurso de revocatoria, acoger la solicitud de aplicación del beneficio de la ejecución de la sanción y dar por agotada la vía administrativa. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.2.11.- Expediente Nº: 517-09. Denunciado: Lic. Johny Vargas Mejías. De Oficio (Juzgado Penal Segundo Circuito Judicial de San José). 
SE ACUERDA 2010-27-023  Declarar con lugar la denuncia e imponer apercibimiento por escrito. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.2.12.-Expediente Nº: 651-06. Denunciado: Lic. Mario Cisneros Herrera. Denunciante: Adrián Bermúdez Díaz.
SE ACUERDA 2010-27-024 Declarar con lugar la denuncia e imponer al licenciado Mario Cisneros Herrera la sanción disciplinaria de tres meses de suspensión en el ejercicio de la abogacía. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.2.13.- Expediente Nº: 123-09. Denunciado: Lic. Eduardo Venegas Mora. De Oficio (Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José). 
SE ACUERDA 2010-27-025 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.2.14.- Expediente N°: 694-09. Denunciado: Lic. Lic. Miguel Ruiz Herrera. Denunciante: Olman Vargas Zeledón (En su calidad de Director Ejecutivo del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica). 
SE ACUERDA 2010-27-026 Declarar sin lugar el recurso planteado y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.2.15.- Expediente Nº: 429-09. Denunciado: Lic. Victor Raúl Obando Mendoza. De Oficio (Registro Nacional). 
SE ACUERDA 2010-27-027 Declarar con lugar la denuncia e imponer la sanción disciplinaria de tres meses al licenciado Víctor Raúl Obando Mendoza. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.3 Expone Lic. Juan Carlos Campos Sanabria.

5.3.1.- Expediente Nº: 616-09.Denunciado: Lic. Greivin Cortes Bolaños. Denunciante: De Oficio (Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José).
SE ACUERDA 2010-27-028 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.3.2.- Expediente Nº: 520-09. Denunciado: Lic. José Eduardo Flores Madrigal. Denunciante: De Oficio (Juzgado Penal Segundo Circuito Judicial de Alajuela). 
SE ACUERDA 2010-27-029 Declarar con lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.4 Expone Lic. Antonio Lacayo Vega.

5.4.1.- Expediente Nº: 503-09. Denunciada: Licda. Francine Campos Rodríguez. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José). 
SE ACUERDA 2010-27-030 declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.4.2.- Expediente Nº: 387-09. Denunciado: Lic. Víctor Ramón Rodríguez de Sárraga. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Hatillo). 
SE ACUERDA 2010-27-031 Declarar con lugar la denuncia e imponer un mes de suspensión. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.4.3.- Expediente Nº: 290-08 (2). Denunciada: Licda. Gladys Ofelia Rodríguez Ruíz. Denunciante: De oficio (Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, sede Santa Cruz). 
SE ACUERDA 2010-27-032 Declarar con lugar la denuncia e imponer un mes de suspensión en el ejercicio de la profesión. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.4.4.- Expediente Nº: 539-07 (2). Denunciado: Lic. Octavio Mora Hernández. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de San Joaquín de Heredia). 
SE ACUERDA 2010-27-033 Declarar con lugar la denuncia e imponer un mes de suspensión en el ejercicio de la profesión. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato. 
5.4.5.- Expediente Nº: 385-07 (2). Denunciado: Lic. Manuel Tuckler Quirós. Denunciante: Adrián Villalobos Ramírez. 
SE ACUERDA 2010-27-034 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.4.6.- Expediente Nº: 319-08. Denunciado: Lic. Luis Diego Romero Trejos. Denunciante: La Casa del Tanque, S.A. y otras sociedades anónimas; todas representadas por Mario Alberto Peña Lara. 
SE ACUERDA 2010-27-035 Rechazar la apelación por improcedente, declarar sin lugar el recurso de revocatoria y la nulidad alegada, y dar por agotada la vía administrativa. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.4.7.- Expediente 686-07. Denunciada: Licda. Paulina Martínez Gallo. Denunciante: Berril Morgan Morgan. 
SE ACUERDA 2010-27-036 acoger el desistimiento planteado por la denunciante y ordenar el archivo del expediente, sin perjuicio de que la denuncia pueda volver a ser planteada, dejándose sin efecto el acto final y la sanción ahi dispuesta. Por innecesario omitir pronunciamiento respecto del recurso de revocatoria presentado por la parte denunciada en contra del acto final. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.4.8.- Expediente número: 472-08. Denunciado: Lic. Walter Vargas Barrantes. Denunciante: De oficio (Fiscalía de Buenos Aires de Puntarenas). 
SE ACUERDA 2010-27-037 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.4.9.- Expediente número: 404-09. Denunciado: Licda. Karla Chaves Mejías. Denunciante: De oficio (Fiscalía de Cóbano). 
SE ACUERDA 2010-27-038 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.4.10.- Expediente Nº: 272-10. Denunciado: Lic. Daniel Esteban Salas Muñoz. Denunciante: De oficio (Tribunal de Juicio de la Zona Sur, sede Pérez Zeledón). 
SE ACUERDA 2010-27-039  Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
Ingresa la Licda. Jenny Hernández Solís, pero no participa en la votación de los casos de Fiscalía. 
5.5  Expone Lic. Gary Hernández Santana.

5.5.1.- Expediente Nº: 383-08. Denunciado: Lic. Hugo Reyes Herrera. Denunciante: Johel Guillermo Araya Ramírez. 
SE ACUERDA 2010-27-040 Declarar con lugar la denuncia e imponerle tres años de suspensión. Seis votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
Al ser las veinte horas con cuarenta y seis minutos se incorpora el Lic. Ronald Segura Mena.
Al ser las veinte horas con cincuenta y ocho minutos se retiran los Directores Christian Campos Monge y Fabio Vincenzi Guilá. 
La Licda. Jenny Hernández Solís se retira por un momento del Salón de Sesiones. 
5.5.2.- Expediente Nº: 153-08. Denunciado: Lic. Fabio Evencio Rodríguez Bastos. Denunciante: Fernando López Badilla.

SE ACUERDA 2010-27-041 Rechazar la recusación así como el testimonio de piezas que solicita el denunciado en contra de la Licda. Hernández Solís para que se remita a la Fiscalía del Colegio de Abogados para que se inicie procedimiento en su contra como contra. Rechazar la nulidad de actuaciones y resoluciones. Asimismo rechazar las excepciones de prescripción y caducidad invocadas. Continuar con la tramitación normal del procedimiento. Cinco votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.5.3.- Expediente Nº: 237-08. Denunciado: Lic. José Martínez Meléndez. Denunciante: Juan Carlos Fernández Madrigal. 
SE ACUERDA 2010-27-042  Declarar sin lugar la denuncia y archivar el expediente. Cinco votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.5.4.- Expediente Nº: 393-08. Denunciada: Licda. Fidelina Mena Corrales. Denunciante: Nancy Muñoz Salas. 
SE ACUERDA 2010-27-043 Declarar sin lugar el recurso y dar por agotada la vía administrativa. Procédase a la ejecución del acuerdo. Cinco votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.5.5.- Expediente Nº: 516-05. Denunciado: Lic. Ramiro Dennis Smith. Denunciante: Denia Isabel Jiménez Arias. 
SE ACUERDA 2010-27-044 Rechazar tanto las excepciones de prescripción y caducidad, así como declarar sin lugar el recurso de revocatoria. Se mantiene invariable el acuerdo 2009-42-023. Se da por agotada la vía administrativa. Procédase a ejecutar la sanción impuesta. Cinco votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.5.6.- Expediente Nº: 200-10. Denunciado: Lic. Fabio Evencio Rodríguez Bastos. Denunciante: Benerice Alfaro Serrano. 
SE ACUERDA 2010-27-045 Declararse incompetente por razón de la materia y remitir los autos al Juzgado Notarial para lo de su cargo. Cinco votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.5.7.- Expediente Nº: 750-07. Denunciado: Lic. Randall Luna Jiménez. Denunciante: Rossina Sole Rodríguez y otras. 
SE ACUERDA 2010-27-046 Declarar sin lugar el recurso extraordinario. Cinco votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.5.8.- Expediente Nº: 183-09. Denunciado: Lic. Enrique Sandoval Núñez. Denunciante: De Oficio (Tribunal II Circuito Judicial de Guanacaste, Nicoya). 
SE ACUERDA 2010-27-047  Declarar sin lugar la denuncia y archivar el expediente. Cinco votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.5.9.- Expediente Nº: 566-08. Denunciado: Lic. Víctor Villalobos Corrales. Denunciante: Jaime Perera Mondragón. 
SE ACUERDA 2010-27-048  Declarar sin lugar el recurso y mantener invariable el acuerdo 2009-42-022, sesión ordinaria número 42-2009 del 23/11/0; dar por agotada la vía administrativa, proceder a la ejecución del acuerdo y por improcedente rechazar la apelación. Cinco votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.5.10.- Expediente Nº: 061-09. Denunciada: Licda. Lillia Fonseca Alvarado. Denunciante: Douglas Álvarez León. 
SE ACUERDA 2010-27-049  Declarar con lugar la denuncia e imponerle la sanción disciplinaria de amonestación. Cinco votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.5.11.- Expediente Nº: 225-10. Denunciada: Licda. Vivian Conejo Torres. Denunciante: John Edward Dorsey. 
SE ACUERDA 2010-27-050  Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Cinco votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.6. Expone el Lic. Jurgen Mojica Sanabria.

5.6.1.- Expediente Nº: 050-10 Denunciado: Lic. Bernardo Fernández Vargas. Denunciante: De Oficio. Fiscalía de Hatillo. 
SE ACUERDA 2010-27-051  Declarar la incompetencia de la Junta Directiva para conocer el presente asunto, archiva el expediente y testimoniar piezas al Ministerio de Seguridad Publica para que se realicen las investigaciones pertinentes. Cinco votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.6.2.- Expediente Nº: 011-09 Denunciado: Lic. Carlos Arguedas Arias. Denunciante: De oficio Juzgado Penal de Grecia. 
SE ACUERDA 2010-27-052  Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Cinco votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.6.3.- Expediente Nº: 277-07. Denunciado: Lic. Noel Carboni Garro. Denunciante: De oficio Juzgado Penal II Circuito Judicial de San José. 
SE ACUERDA 2010-27-053  Declarar con lugar la denuncia e imponer un mes de suspensión en el ejercicio de la profesión al Licenciado Noel Carboni Garro. Cinco votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
5.7  El Lic. Juan Carlos Granados Vargas, adelanta su informe de Director porque le interesa que sea escuchado por los instructores de Fiscalía. Señala que en reunión de jueces, la Coordinadora comentó que desde hace 2 meses se están presentando aproximadamente 10 casos por semana, de denuncias contra notarios que van a presentar y se les indica que son actuaciones de abogacía, pero al presentarse a la Fiscalía del Colegio parra interponer la denuncia, se les dice que es notarial. Dado lo anterior, solicita en ese sentido, prestar atención en quien está tomando las denuncias. 
Al ser las veintiún horas con diecinueve minutos se retiran los señores y señoras instructores de Fiscalía.

Ingresa nuevamente la Licda. Jenny Hernández Solís. 

5.8 La Licda. Vivian Wyllins Soto, con respecto al expediente 142-04- Lic. Ronald Fernández Pinto, indica que estaba suspendido por causa penal; se había realizado una prevención que aportara de Adaptación Social que ya había cumplido con la pena. El denunciado aportó la certificación donde demuestra que ya cumplió con la pena y se encuentra en libertad. Dado lo anterior se recomienda habilitar al Lic. Ronald Fernández Pinto, a partir del 19 de julio de 2010 y se ordene la publicación correspondiente. 
SE ACUERDA 2010-27-054 Habilitar al Lic. Ronald Fernández Pinto, a partir del 19 de julio de 2010 y se ordene la publicación correspondiente. Seis votos. Responsable: Fiscalía. 

Se retira además el Lic. Ronald Segura Mena, al se las diecinueve horas con treinta minutos.

Se modifica la agenda para atender seguidamente el informe del Director Ejecutivo. 

ARTICULO 6) INFORME DIRECCIÓN EJECUTIVA.

6.1 El Lic. José Luis Meneses Rímola, indica que hace unos días les remitió un cuadro comparativo de lo que está sucediendo con el timbre, enero-mayo, enero-junio 2010 vs mismo periodo del 2009. De enero a mayo 2010 con respecto a enero-mayo 2009, se tenía un crecimiento de ¢4.921.886.00, pero de enero a junio 2010 con respecto enero-junio 2009, se da una diferencia de menos por concepto de ingreso por timbres de 53 millones de colones. Añade que la baja más substancial se está dando en el timbre en especie. Al respecto indica que se llevó a cabo una reunión con funcionarios del Banco de Costa Rica y se determina que dentro de los actos inscribibles aparecía una partida denominada 
Entero de Timbres donde ingresaban dineros por demandas, de los cuales se les estaba trasladando el 50% a la Dirección de Notariado, pero eso el Colegio lo desconocía. Dado lo anterior, la propuesta de Banco es eliminar el acto “Entero Timbres”, de los actos inscribibles y crear una sección que diga “Demandas Colegio de Abogados”, asimismo se abre otro acto que se denomina “Personería y Autenticaciones”, dicha acción empieza a funcionar el 26 de julio 2010. En Consecuencia, solicita autorización para llevar a cabo las publicaciones necesarias porque urge que el Colegio informe  esta nueva medida a sus agremiados y agremiadas, entidades públicas y privadas. La Dra. Erika Hernández Sandoval, indica que se debe enviar un correo masivo a los agremiados y agremiadas, además realizar una publicación en un periódico de circulación nacional, informando que ya no se van a pagar las demandas con timbre de especies, sino por entero de registro, indicando en la ventilla del Banco “demandas Colegio de Abogados”, lo anterior por motivos de seguridad jurídica y para evitar tanto la duplicidad en el uso como falsificaciones. La Licda. Vivian Wyllins Soto, señala que se debe  tomar el acuerdo de aprobar la creación de un sistema que regularice el control de recibos por número. El MSc. Juan Carlos Granados Vargas, sugiere mejor, que se indique que se controlará la utilización de los enteros de los recibos de pago de timbres. Añade la Licda. Vivian Wyllins Soto, que se debe acordar eliminar el uso del timbre físico para demandas y se sustituya por el entero bancario. El Lic. José Luis Meneses Rímola, señala que el Banco lo indica “para asegurarnos que los timbres que se cancelen por concepto de demandas ingresaran solamente en el sistema que se llama “demandas Colegio de Abogados”. El MSc. Juan Carlos Granados Vargas, señala que debe ser publicado a partir de que la Corte lo deje en firme. Destaca que el texto de la publicación puede ir: De conformidad con el acuerdo firme del Consejo Superior del Poder Judicial, las demandas que deban llevar timbre del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, deberá cancelarse mediante entero bancario autorizado por el Banco de Costa Rica y no será admisible el uso del timbre en especie. Lo anterior por motivos de seguridad jurídica. La Dra. Erika Hernández Sandoval, indica que se debe solicitar además a la Asociación de Jueces, transmitir esta información por medio de su base de datos. El MSc. Juan Carlos Granados Vargas, señala que se debe instar a los agremiados a utilizar el entero para todos los procesos en que se requiera el timbre del Colegio de Abogados. Añade la importancia de que el Colegio en la Caja, ofrezca al agremiado que lo requiera, el servicio de compra del entero vía Internet. 
SE ACUERDA 2010-27-055 a) Promover la eliminación del uso del timbre tipo estampilla del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, e instar a los agremiados y agremiadas a pagar por entero bancario autorizado por el Banco de Costa Rica, para los procesos judiciales, mediante el Sistema Tasaban. b) Enviar un correo masivo a los agremiados y agremiadas, así como una publicación en dos periódicos de circulación nacional (media página), informando que las demandas que deban llevar timbre del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, deberá cancelarse mediante entero bancario autorizado por el Banco de Costa Rica. Lo anterior por motivos de seguridad jurídica. Asimismo se les insta a utilizar el entero para todos los procesos en que se requiera el timbre del Colegio de Abogados. El costo de la publicación que se rebaje de la partida publicaciones de avisos de la Administración General.  c) Se aprueba la creación de un sistema que regularice el control de enteros por número para asegurar que de los timbres que se cancelen en el Banco por concepto de demandas ingresaran solamente en el sistema que se llama “Demandas Colegio de Abogados”. d) Solicitar además a la Asociación de Jueces, transmitir esta información por medio de su base de datos. e) Que el Departamento de Comunicación se encargue que dicha información sea divulgada en las diferentes bases de datos del Poder Judicial, Masterlex, Filiales etc,  y se coloquen en las pizarras informativas del Colegio. f) Solicitar al Consejo Superior del Poder Judicial, autorización para colocar en los Juzgados de Cobros y todas las pizarras informativas del Poder Judicial y de todos los circuitos del país,   afiches con la nueva disposición en cuanto al timbre en las demandas. g) Se solicita al Departamento Legal que emita un informe sobre la eliminación total del uso del timbre tipo estampilla. f) Se comisiona a la señora Presidenta para que revise la publicación con el Director Ejecutivo. Cinco votos. Responsable: Presidencia, Dirección Ejecutiva, Dirección Financiera, Comunicación, Proveeduría, Sedes Regionales. 
6.2 El Lic. José Luis Meneses Rímola, recuerda que se encuentra pendiente que el Jurado Calificar presente el resultado del Premio Alberto Brenes Córdoba. La señora Presidenta,  indica que se pondrá de acuerdo con la Comisión para que se reúna y tomen la decisión. 
6.3 El Lic. José Luis Meneses Rímola, externa preocupación en el sentido que se encuentra pendiente el dictamen del órgano investigativo, nombrado para el caso de la construcción del edificio de Guápiles. La Licda. Vivian Wyllins Soto, indica que será presentado la próxima sesión.
6.4  El Lic. José Luis Meneses Rímola, destaca la importancia de revisar el control de acuerdos presentado por la Secretaría de Actas, ya que son varios los pendientes de ejecutar. 
ARTICULO 7) CORRESPONDECIA.

1. Nota DE-I-031-2010, suscrita por el Lic. José Luis Meneses Rímola, mediante la cual indica que el Lic. Carlos Lizano Arce, carné 6902, solicita su reincorporación al Colegio. Aporta los documentos de la suspensión voluntaria y la actualización de datos, por lo que habiendo cumplido con los requisitos se recomienda la reincorporación. 

SE ACUERDA 2010-27-056 Aceptar la reincorporación del  Lic. Carlos Lizano Arce, carné 6902. A partir del mes de Julio 2010. Cinco votos. Responsable: Presidencia, Dirección Académica y de Incorporaciones, Interesado.

2.  Nota UI-526-2010, suscrita por la MSc. Patricia Arias Montero, Directora Académica y de Incorporaciones, mediante la cual indica que el  Lic. José Tulio Rojas Matamoros, Fiscal Coordinador de Cañas, solicita incorporar extraordinariamente al Lic. Gerardo Esteban Ulloa Corrales. “(…) actualmente en mi despacho existe la posibilidad de que al mismo se le nombre en una plaza vacante como Fiscal Auxiliar. Aporta todos los documentos requeridos, y cumple a cabalidad con todos los requisitos de incorporación. Indica “existe una posibilidad de ascenso como Fiscal Auxiliar, por lo que solo dependo de tan solemne acto para poder trabajar como Fiscal de la República…” Esta Dirección eleva la solicitud de incorporación extraordinaria del Lic. Gerardo Esteban Ulloa Corrales, egresado de la Universidad de San José. 

SE ACUERDA 2010-27-057 Aprobar la incorporación extraordinaria del Lic. Gerardo Esteban Ulloa Corrales, egresado de la Universidad de San José. La señora Presidenta indicará la fecha y hora de la incorporación. Cinco votos. Responsable: Presidencia, Dirección Académica y de Incorporaciones, Interesado.

3. Nota UI-529-2010, suscrita por la MSc. Patricia Arias Montero, Directora Académica y de Incorporaciones, mediante la cual indica que para cada acto de incorporación el Colegio  se  engalana con la participación de un (a) distinguido (a) jurista nacional, quien interviene como conferencista invitado (a).  Dado los diversos compromisos que suelen tener las personas que invitamos a dichos actos mensuales, remito posibles participantes para los próximos  eventos. Lo anterior con el fin de extender, con la debida antelación,  formal  invitación a  cada  uno (a) para que puedan reservar espacio en sus agendas y asistir a esta actividad: Julio Luis Fernando Castillo Víquez, Magistrado Sala Constitucional. Agosto: Zarella Villanueva Monge,
Magistrada Sala Segunda. Setiembre: Gilbert Armijo Sancho, Magistrado Sala Constitucional, Octubre: Roxana Sánchez Boza, Consejo Superior Notarial. Noviembre: Hernando París Rodríguez, Ministro, Ministerio de Justicia y Paz. Diciembre: Maureen Clarke Clarke, Presidenta Ejecutiva, INAMU. La  lista  anterior se envía  como una propuesta, salvo  mejor  criterio  de la estimable Junta  Directiva.

SE ACUERDA 2010-27-058 Aprobar como posibles conferencistas invitados para las incorporaciones a: Julio Luis Fernando Castillo Víquez, Magistrado Sala Constitucional, Zarella Villanueva Monge, Magistrada Sala Segunda, Gilbert Armijo Sancho, Magistrado Sala Constitucional, Roxana Sánchez Boza, Consejo Superior Notarial, Hernando París Rodríguez, Ministro, Ministerio de Justicia y Paz, Maureen Clarke Clarke, Presidenta Ejecutiva, INAMU. Los  miembros de la junta Directiva le harán llegar otras propuestas de invitados a la Dirección Académica. Cinco votos. Responsable: Dirección Académica y de Incorporaciones. 

4. Nota suscrita por el Lic. Rodolfo Golfín Leandro, Director de Sedes Regionales, mediante la cual informa sobre el resultado de las giras realizadas a Santa Cruz y Nicoya, con el objeto de ejecutar la orden de cierre de los Consultorios Jurídicos, según acuerdo de Junta Directiva, sesión ordinaria 23-10 del 14 de junio de 2010. En Santa Cruz, también opera una Casa de Justicia del cual existe un convenio marco de cooperación institucional con el Ministerio de Justicia y Paz, y la Universidad Latina de Costa Rica, cuya vigencia es de un año, prorrogable por tres años, que vence el próximo 21 de octubre de 2010 y la oficina regional o Sede del Colegio. Se trataron dos temas de índole económica: 1.-El alto costo de los servicios de seguridad y 2.-El alto costo de los servicios eléctricos. Con vista en lo anterior se buscaron otros locales localizándose dos, para el traslado de la sede de considerarlo oportuno. El primero con un costo de ¢175.000 mensuales con parqueo y seguridad incluida, sito en un centro comercial nuevo y cercano a los Tribunales de Justicia;  otro por ¢130.000 mensuales sin parqueo y sin seguridad, también cerca de los Tribunales. Los costos actuales de la Sede  en seguridad son alrededor de ¢237.000 y de ¢80.000 por concepto de servicios de electricidad, para un total aproximado de ¢317.000 mensuales, con lo cual veríamos reducidos los gastos mensuales con el solo traslado a uno de los locales señalados, además de garantizar una mejor seguridad y mejor acceso para los agremiados. Señala que los dineros recaudados de enero de 2010 a la fecha rondan los ¢280.000 por mes. Mientras que los costos actuales para el Colegio son de ¢938.458.00 mensuales aproximadamente: salario, cargas sociales, suministros de oficina, uniformes, pasajes, fletes y viáticos, electricidad, seguridad. Se recomienda el traslado e informar al Ministerio de Justicia y Paz, tanto del traslado de la sede y temporalmente de la Casa de Justicia, como de improrrogabilidad del convenio, salvo que se acuerde con el mismo un equilibrado compromiso financiero y operativo, donde podría incluirse la participación presupuestaria y logística tanto de la Corporación Municipal, de algún centro universitario interesado en aportar tanto Recurso Humano como financiero e incluso de la empresa privada. Con relación a la orden de cierre del Consultorio de Nicoya, fue ejecutada procediéndose al despido de la Secretaria y Director del mismo. Los expedientes se trasladaron a la sede de Liberia.

Al respecto se realizan algunos comentarios y consideraciones  y se toma el siguiente acuerdo.

SE ACUERDA 2010-27-059 a) Aprobar el traslado de local de la Sede del Colegio de Abogados de  Santa Cruz, siempre y cuando se valoren al menos tres cotizaciones.  b) Informar al Ministerio de Justicia, Paz y a la Universidad Latina de Costa Rica, tanto del traslado de la sede y temporalmente de la Casa de Justicia, como la improrrogabilidad del convenio marco de cooperación institucional, para lo cual se realizará una nueva negociación a fin de determinar el aporte de las Instituciones involucradas para la suscripción de un nuevo convenio. c) Remitir el convenio a los señores Directores y Directoras.  Cuatro votos. Responsable: Director de Sedes Regionales. La Licda. Jenny Hernández Solís vota a favor de una valoración de cotizaciones para el traslado. En cuanto a las Casas de Justicia, esperar el análisis del convenio antes de determinar la renovación del convenio.
5. Nota DE-I-032-2010, suscrita por el Lic. José Luis Meneses Rímola, mediante la cual indica que el Lic. Carlos Eduardo Valenciano Góngora, carné 18449, solicita su reincorporación al Colegio. Aporta los documentos de la suspensión voluntaria y la actualización de datos, por lo que habiendo cumplido con los requisitos se recomienda la reincorporación. 

SE ACUERDA 2010-27-060 Aceptar la reincorporación del  Lic. Carlos Eduardo Valenciano Góngora, carné 18449. A partir del mes de Julio 2010. Cinco votos. Responsable: Interesado, Departamento de Contabilidad y Archivo Central. 

6. Nota DE-C-233-2010 suscrita por el Lic. José Luis Meneses Rímola, mediante la cual indica que a efecto de cumplir con el acuerdo 2010-05-036 donde se solicita a la Dirección Ejecutiva y al Departamento Legal, un informe sobre cuáles eran las labores que tenía asignada en el año pasado la Junta Administradora, así como señalar cada acuerdo alcanzado si era o no competencia de esa Junta, adjunta un archivo con dicha información.

SE ACUERDA 2010-27-061 Trasladar para análisis de la Junta Administradora el informe presentado por la Dirección Ejecutiva mediante nota DE-C-233-2010. Cinco votos. Responsable: Secretaría-traslado, Junta Administradora-análisis. 

7. Nota suscrita por el señor Freddy Brenes Granados, Recursos Humanos, José Luis Meneses Rímola, mediante la cual presenta propuesta de  reducción de gastos en el otorgamiento de uniformes al personal. Con la propuesta de variación del alcance de la política de otorgamiento de uniformes al personal, (2008-41-008), no se le otorgaría uniforme a los siguientes puestos: Secretaria Defensoría Social, Secretaria de Proyectos de Presidencia, Asistente de Proveeduría, Asistente de Cómputo, Encargado de Bodega y Plaqueo de activos, Coordinador Oficina del Registro Nacional, Asistentes de Recursos Humanos, Asistentes de Contabilidad, Secretaria y Asistentes del CIJUL, y se deja sin efecto que en forma opcional las Jefaturas de Departamento e Instructores de Fiscalía soliciten uniforme. Reducción de gastos: Con la presente propuesta el costo en uniformes sería de ¢5.476.352.00 por lo que el Colegio habría tenido un ahorro en los costos de ¢2.578.728.00.

SE ACUERDA 2010-27-062 Se modifica del alcance de la política de otorgamiento de uniformes al personal, (2008-41-008), por lo que no se le otorgaría uniforme a los siguientes puestos: Secretaria Defensoría Social, Secretaria de Proyectos de Presidencia, Asistente de Proveeduría, Asistente de Cómputo, Encargado de Bodega y Plaqueo de activos, Coordinador Oficina del Registro Nacional, Asistentes de Recursos Humanos, Asistentes de Contabilidad, Secretaria y Asistentes del CIJUL, y se deja sin efecto que en forma opcional las Jefaturas de Departamento e Instructores de Fiscalía soliciten uniforme. Lo anterior en aras de reducir gastos del Colegio por la baja en los ingresos del timbre. Cinco votos. Responsable: Proveeduría, Recursos Humanos.
8. Nota suscrita por la Licda. Merari Herrera Campos, Proveedora General, mediante la cual presenta Contratación Directa No. 2010CD-000020-CAB denominada “Contratación de Servicios de Ingeniería o Arquitectura para la realización del anteproyecto, diseño, planos y presupuesto para la remodelación del área donde se ubicará el RAC en la Sede Central del Colegio de Abogados de Costa Rica”, se invitaron a participar a cinco posibles oferentes de los cuales se recibió una única oferta, la del Arq. Carlos F. Lizano Tracy A-5018. Por lo anterior, muy respetuosamente recomienda la adjudicación al Arq. Carlos F. Lizano Tracy, el cual obtuvo 95 puntos de los 100 posibles; la recomendación es adjudicar a dicho Arquitecto para la realización del anteproyecto, diseños, planos y presupuestos de la remodelación del área dónde se ubicará el RAC, los cuales tendrán un valor mínimo de 8.25% sobre el monto del proyecto, el porcentaje total presentado en la cotización del Arq. Lizano es del 20.25%, sin embargo, este porcentaje sería tomando en cuenta la dirección técnica y la inspección de la obra con la puesta en marcha de la remodelación. Según lo anterior, recalca que esta contratación es únicamente para realizar el anteproyecto, diseño, planos y presupuesto para la remodelación del área donde se ubicará el RAC, no así la puesta en marcha de la misma, lo cual recomienda que se incluya  en una de las cláusulas del contrato, para evitar cualquier contratiempo, de igual forma mencionar la posibilidad de realizar un adedum al contrato para salvaguardar si en un futuro se necesitase realizar la inspección o dirección técnica de la obra si esta se fuese a realizar.

SE ACUERDA 2010-27-063 a) Aprobar la Contratación Directa No. 2010CD-000020-CAB denominada “Contratación de Servicios de Ingeniería o Arquitectura para la realización del anteproyecto, diseño, planos y presupuesto para la remodelación del área donde se ubicará el Centro de Resolución Alterna de Conflictos en la Sede Central del Colegio de Abogados de Costa Rica”. Adjudicar al Arq. Carlos F. Lizano Tracy A-5018 la realización del anteproyecto, diseños, planos y presupuestos de la remodelación del área dónde se ubicará el RAC, los cuales tendrán un valor de 8.25% sobre el monto del proyecto, el porcentaje total presentado en la cotización del Arq. Lizano es del 20.25%, sin embargo, este porcentaje sería tomando en cuenta la dirección técnica y la inspección de la obra con la puesta en marcha de la remodelación. De darse la realización de la obra, se aprueba realizar un adendum al contrato y que realice la inspección de la obra. b) El Arquitecto  Lizano Tracy debe tramitar todos los permisos correspondientes hasta su finalización. Cinco votos. Responsable: Proveeduría. 
9. Nota suscrita por la Licda. Natalia Rudín Castro, mediante la cual informa que he tomado la decisión de renunciar al puesto que ocupo como Directora Legal del Colegio de Abogados, desde el 1 de septiembre del 2006. En razón de lo anterior laboraré hasta el día 30 de julio del presente año para cumplir con el preaviso de ley correspondiente. No omito manifestar que de conformidad con el artículo 28 del Código de Trabajo, dispondré del día semanal, el cual se lo comunicaré previamente al Área de Recursos Humanos. De la misma forma, solicito formalmente se me cancelen los derechos laborales correspondientes.

SE ACUERDA 2010-27-064 a) Se da por recibida la renuncia de la Licda. Natalia Rudín Castro y se le agradece los valiosos servicios prestados al Colegio de Abogados. b) Que se le cancele lo correspondiente a sus derechos laborales. c) Comisionar a la señora Presidenta y al Director Ejecutivo para que procedan a revisar el perfil para la contratación del nuevo Director del Departamento Legal. Se conforma una Comisión para la selección del mismo que será la Dra. Erika Hernández Sandoval, Licda. Vivian Wyllins Soto y el Lic. José Luis Meneses Rímola. d) Autorizar la publicación de la oferta de trabajo en el Periódico La Nación. Cinco votos. 
10. Nota DE-I-033-2010, suscrita por el Lic. José Luis Meneses Rímola, mediante la cual indica que la Licda. Maureen Marín Vargas, carné 5555, solicita su reincorporación al Colegio. Aporta los documentos de la suspensión voluntaria y la actualización de datos, por lo que habiendo cumplido con los requisitos se recomienda la reincorporación. 

SE ACUERDA 2010-27-065 Aceptar la reincorporación de la  Licda. Maureen Marín Vargas, carné 5555. A partir del mes de Julio 2010. Cinco votos. Responsable: Interesado, Departamento de Contabilidad y Archivo Central. 

11. Nota CA AUI-029-10, suscrita por el Lic. Guillermo Silesky Mata, Auditor Interno, mediante el cual presenta informe sobre el resultado de la investigación realizada en la oficina de Migración correspondiente a los meses de setiembre 2009 a febrero 2010. Se procedió a investigar y ubicar recibos de dinero emitidos por la señorita Rebeca Saborío Alfaro, Secretaria durante ese periodo de la sede del Colegio de Abogados de C.R. en la Dirección General de Migración, cuyos documentos tuvieran la condición de no haber sido reportados a la Contabilidad del Colegio o que sus respectivos cobros no fueran depositados en las arcas del Colegio de Abogados. Se detallan los recibos de dinero que emitió la señorita Rebeca Saborío Alfaro  los cuales se pudo comprobar que no reportó a la Contabilidad del Colegio de Abogados y el dinero derivado de ellos no se depositó en las arcas de esta Organización, por lo que se deberán agregar a la lista del informe CA-AUI-026-10 del 18 de junio de 2010 para que se realicen las gestiones correspondientes para su recuperación. El monto total que esta Auditoria Interna ha determinado cobrar a la señorita Rebeca Saborío Alfaro, incluyendo los establecidos en el informe CA-AUI-026-10, es de ¢405.250.00. Se va emitir un informe especial que va a ser dirigido al Director de Sedes Regionales, licenciado Rodolfo Golfín Leandro, con la finalidad de darle a conocer algunas situaciones que requieren de mejoras en el control interno y emitir algunas recomendaciones que ayuden a mejorar esas áreas. 

SE ACUERDA 2010-27-066 Se toma nota del informe CA AUI-029-10, suscrito por el Lic. Guillermo Silesky Mata, Auditor Interno y se remite para lo que corresponda al  Departamento Legal. Cinco votos. Responsable: Departamento Legal. 
12. Nota suscrita por el Sr. Freddy Brenes Granados, Asistente de Recursos Humanos, Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo, mediante la cual presentan propuesta de aumento salarial para el II semestre 2010. En el presupuesto de salarios para el año 2010 se estimó hasta un 6% de incremento semestral. Por otra parte, el Gobierno decretó para el sector privado, un aumento del 3.8% para el segundo semestre del año 2010. Se adjunta cuadro con cuatro escenarios de posibles de aumentos para el II semestre del 2010 (3.8%, 4%, 5%, y 6%), que incluye el monto por salarios y cargas sociales además de un comparativo con los aumentos aplicados en el año 2009.
La señora Presidenta, procede a explicar el cuadro comparativo de aumentos aplicados en el 2009 y primer semestre 2010. Posteriormente se someten a votación los porcentajes propuestos y se acuerda lo siguiente. 

SE ACUERDA 2010-27-067 Aprobar para los funcionarios del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, un  3.8% de aumento salarial para el II semestre 2010. Lo anterior tomando en cuenta la crisis económica y limitaciones presupuestarias, en que se encuentra el Colegio, atribuidas a un descenso impactante en la recaudación de ingresos por concepto de timbres. Cinco votos. Responsable: Departamento de Recursos Humanos. 

13. Nota UI-543-2010, suscrita por la MSc. Patricia Arias Montero, Directora Académica y de Incorporaciones, mediante la cual presenta solicitud de la Licda. María Isabel Villegas Núñez, Administradora del Organismo de Investigación Judicial de San José, referente a la posibilidad de que se incorpore extraordinariamente a la Licda. Yorleny Ferreto Solano, egresada de la Universidad del Valle. Cumple a cabalidad con todos los requisitos de incorporación. La Licda. María Isabel Villegas Núñez indica:  (…) ha venido en los últimos dos meses desempeñándose de manera interina en la plaza de Asesora Jurídica a.i. en esta Dirección General, esto por la posibilidad que da el Poder Judicial en su plan de vacaciones del período 2009-2010, pero en este momento el Consejo Superior ha pronunciado la necesidad de la correspondiente incorporación.
SE ACUERDA 2010-27-068 Aprobar la incorporación extraordinaria de la Licda. Yorleny Ferreto Solano, egresada de la Universidad del Valle. La señora Presidenta indicará la fecha y hora de la incorporación. Cinco votos. Responsable: Presidencia, Dirección Académica y de Incorporaciones, Interesada.

14. Nota UI-548-2010  suscrita por la MSc. Patricia Arias Montero, Directora Académica y de Incorporaciones, mediante la cual presenta solicitud de incorporación extraordinaria  de la  Licda. Paula Marcela Hernández Cruz, egresada de la Univ. Fidélitas. Aporta todos los documentos requeridos, se constata que cumple a cabalidad con los requisitos de incorporación. Requiere participar en un concurso del Ministerio Público, la Dra. Hernández Sandoval solicita que una vez revisado el expediente, esta Dirección eleve la consulta a la Junta Directiva, con el fin de poder dar trámite a la incorporación. 

SE ACUERDA 2010-27-069 Aprobar la incorporación extraordinaria de la Licda. Paula Marcela Hernández Cruz, egresada de la Univ. Fidélitas. La señora Presidenta indicará la fecha y hora de la incorporación. Cinco votos. Responsable: Presidencia, Dirección Académica y de Incorporaciones, Interesada.

15. Nota UI-547-2010  suscrita por la MSc. Patricia Arias Montero, Directora Académica y de Incorporaciones, mediante la cual presenta solicitud de incorporación del Lic. Julio Sánchez Mourelo, egresado de la Univ. Federada de Costa Rica. Aporta todos los documentos requeridos, cumple a cabalidad con los requisitos de incorporación. El Lic. Sánchez Mourelo requiere participar en un concurso del Ministerio Público.
SE ACUERDA 2010-27-070 Aprobar la incorporación extraordinaria del Lic. Julio Sánchez Mourelo, egresado de la Univ. Federada de Costa Rica. La señora Presidenta indicará la fecha y hora de la incorporación. Cinco votos. Responsable: Presidencia, Dirección Académica y de Incorporaciones, Interesado.

16. Nota UI-546-2010  suscrita por la MSc. Patricia Arias Montero, Directora Académica y de Incorporaciones, mediante la cual presenta solicitud de incorporación extraordinaria del Lic. Harold Eduardo Chaves Rodríguez, egresado de la Universidad de Costa Rica, cumple a cabalidad con los requisitos de incorporación. 

SE ACUERDA 2010-27-071 Aprobar la incorporación extraordinaria del Lic. Harold Eduardo Chaves Rodríguez, egresado de la Universidad de Costa Rica. La señora Presidenta indicará la fecha y hora de la incorporación. Cinco votos. Responsable: Presidencia, Dirección Académica y de Incorporaciones, Interesado.

17. Nota UI-545-2010  suscrita por la MSc. Patricia Arias Montero, Directora Académica y de Incorporaciones, mediante la cual presenta solicitud de incorporación extraordinaria de la Licda. Lilliana Patricia Castillo Valerio, egresada de la Universidad de San José. Cumple a cabalidad con todos los requisitos de incorporación.

SE ACUERDA 2010-27-072 Aprobar la incorporación extraordinaria de la Licda. Lilliana Patricia Castillo Valerio, egresada de la Universidad de San José. La señora Presidenta indicará la fecha y hora de la incorporación. Cinco votos. Responsable: Presidencia, Dirección Académica y de Incorporaciones, Interesada.

18. Nota UI-549-2010  suscrita por la MSc. Patricia Arias Montero, Directora Académica y de Incorporaciones, mediante la cual presenta solicitud de incorporación extraordinaria de la Licda. Andrea Granados Soto, egresada de la Universidad de La Salle. Cumple a cabalidad con todos los requisitos de incorporación.

SE ACUERDA 2010-27-073 Aprobar la incorporación extraordinaria de la Licda. Andrea Granados Soto, egresada de la Universidad de La Salle. La señora Presidenta indicará la fecha y hora de la incorporación. Cinco votos. Responsable: Presidencia, Dirección Académica y de Incorporaciones, Interesada.

19. El MSc. Juan Carlos Granados Vargas, solicita tomar el acuerdo de enviar felicitación a la Compañía Nacional de Danza, por la presentación “Leonardo”, llevada a cabo el 18 de mayo con motivo de la celebración del  Mes Académico y Cultural del Abogado y la Abogada, Dedicado al Abogado Distinguido 2010 Dr. Carlos Tiffer Sotomayor.

 SE ACUERDA 2010-27-074 Enviar felicitación y agradecimiento a la Compañía Nacional de Danza, por la presentación “Leonardo”, llevada a cabo el 18 de mayo con motivo de la celebración del  Mes Académico y Cultural del Abogado y la Abogada, Dedicado al Abogado Distinguido 2010 Dr. Carlos Tiffer Sotomayor. Cinco votos. Responsable: Presidencia. 
20. La Dra. Erika Hernández Sandoval, presenta nota enviada por el señor Gustavo Castro Carmiol, apoderado generalísimo de CASSAN INTERNACIONAL S.A., permisionario del bar-restaurante del Colegio de Abogados, donde solicita “una vez más, se me entreguen los documentos necesarios y requeridos por la Municipalidad de San José y el Ministerio de Salud, para proceder a realizar los trámites de renovación de permisos comerciales, de salud, y otros, documentos que son propios y exclusivos del Colegio, esto con el propósito de continuar brindado el servicio a los agremiados y así cumplir con la medida cautelar interpuesta por el Tribunal Procesal Contencioso Administrativo. Dichos documentos son: 1. 5 copias certificadas de la cédula de identidad del apoderado (a) Generalísimo (a) del Colegio de Abogados. 2. Calidades del apoderado (a) Generalísimo (a) del Colegio de Abogados. 3. Firma por parte del Apoderado (a) Generalísimo (a) del Colegio de Abogados, del Formulario de solicitud y Renovación de Patente Comercial y Ministerio de Salud, (solicitamos se nos indique día y hora para proceder a la entrega de dicho formulario). 4. Copia del plano catastrado vigente donde se ubica el restaurante. 5. Copia certificada del acuerdo de Junta Directiva donde se otorga el permiso de uso del Bar-Restaurante del Colegio de Abogados a mi representada. 6. Copia certificada del permiso de ACAM para realizar eventos públicos en el restaurante. 7. Copia certificada del antiguo permiso de salud, otorgado al permisionario anterior. 8. Copia certificada de la patente de licores, propiedad del Colegio de Abogados. 9. Copia certificada de un recibo de agua o en su defecto, documento que certifique la descarga y tratamiento de aguas residuales al alcantarillado público”.
SE ACUERDA 2010-27-075  Informar al Sr. Gustavo Castro Carmiol, apoderado generalísimo de CASSAN INTERNACIONAL S.A., permisionario del Bar-Restaurante del Colegio de Abogados, que no es posible entregar la documentación solicitada con el fin de proceder a realizar los trámites de renovación de permisos respectivos. Lo anterior por cuanto los mismos no se solicitaron en el momento oportuno y es lo que se está discutiendo judicialmente. Cuatro votos. Responsable: Presidencia. Voto en contra de la Licda. Jenny Hernández Solís, por cuanto considera no encontrar claridad en los documentos aportados para la toma de la  decisión. 
21. Nota suscrita por la Licda. Karen Vargas López, Coordinadora de la Comisión Derecho a la Salud, mediante la cual indica que de acuerdo al Plan Anual Operativo de la Comisión, uno de los proyectos a realizar, consiste en tramitar ante las instancias correspondientes, la incorporación en el Sistema Costarricense de Información Jurídica de un hipervínculo que permita la búsqueda rápida de normativa y jurisprudencia en materia de Derecho Sanitario. Se efectuó el trámite con el Lic. José Francisco Salas Ruiz, Procurador Adjunto del Sistema Nacional de Legislación Vigente de la Procuraduría General de la República, quien indicó la viabilidad de tal solicitud siempre y cuando se le enviara el listado de la normativa a incluir. Dado lo anterior, los miembros de la Comisión procedieron a conformar el listado con normativa del Ministerio de Salud y de la Caja Costarricense del Seguro Social. Así las cosas, se recomienda a la Junta Directiva remitir la solicitud de la inclusión del vínculo de Derecho Sanitario al Sistema Nacional de Legislación Vigente de la Procuraduría General de la República, lo cual será de gran utilidad para todos los abogados y abogadas que hacen uso de esta herramienta de consulta.

SE ACUERDA 2010-27-076  Solicitar al Lic. José Francisco Salas Ruiz, Procurador Adjunto del Sistema Nacional de Legislación Vigente de la Procuraduría General de la República, la inclusión del vínculo de Derecho Sanitario, al Sistema Nacional de Legislación Vigente de la Procuraduría General de la República, que permita la búsqueda rápida de normativa y jurisprudencia en materia de Derecho Sanitario Cinco votos. Responsable: Presidencia. 
22. Nota suscrita por la Srta. Emilia Alfaro Rojas, Secretaria de la Sede Regional de Grecia, estudiante de la carrera de Derecho, mediante la cual solicita siendo funcionaria de este Colegio, la posibilidad de que se le exonere del pago del Curso de Ética Jurídica, o bien si me podrían facilitar un precio más cómodo en dicha matrícula.

SE ACUERDA 2010-27-077  Exonerar del pago del Curso de Ética Jurídica  a la Srta. Emilia Alfaro Rojas, por cuanto es funcionaria del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica. Cinco votos. Responsable: Dirección Académica y de Incorporaciones. 
23. Informe AL-185-2010, suscrito por la Licda. Natalia Rudín Castro, mediante la cual indica que la Contraloría General de la República, contestó al planteamiento efectuado por este Colegio Profesional, sobre si las filiales pueden generar recursos propios, sin que los mismos ingresen al Colegio y disponer de ellos conforme lo consideren necesario. La nota de respuesta de la Contraloría, rechaza la solicitud de criterio plateada de conformidad con los siguientes dos supuestos. 1. Que el Colegio debe determinar en primera instancia la naturaleza jurídica de los fondos que se darán a las filiales para administrar, ya que si los mismos no son fondos públicos, no le corresponde al Órgano Contralor pronunciarse 2. Que si el tema se relaciona con la organización interna de dicho Colegio según aplicación del Manual de Filiales, excede a las competencias del órgano fiscalizador.  Observando estos dos panoramas se llega a la conclusión de que la Contraloría no atenderá la consulta, pues si el Colegio autoriza a que las Filiales generen recursos propios, los mismos serán fondos privados, que si bien es cierto deben contar con una fiscalización por parte de la Administración del Colegio, esta no está sujeta a supervisión por parte de la Contraloría General. Como ejemplo a citar para poder ejercer la fiscalización correspondiente, sería solicitar estados trimestrales a las Filiales, sobre los ingresos recibidos y la utilización de dichos fondos, así como cualquier otra medida que se considere necesaria en ocasión a la rendición de cuentas de la Administración. De la misma forma, tampoco posee ese Órgano Contralor competencia sobre la organización interna del Colegio y de esta forma lo señalan expresamente, por lo que las regulaciones propias para tener un control estricto en el tipo de actividades y la rendición de cuentas que deben tener las Filiales, al ser órganos que dependen de la Junta Directiva del Colegio, es un aspecto que le compete exclusivamente a la Administración de este ente Corporativo.

SE ACUERDA 2010-27-078 a) Se aprueba el informe AL-185-2010, suscrito por la Licda. Natalia Rudín Castro, sobre consulta realizada a la Contraloría General de la República, en cuanto a si las filiales pueden generar recursos propios, sin que los mismos ingresen al Colegio y disponer de ellos conforme lo consideren necesario. Lo anterior en el sentido que los fondos generados por las Filiales se consideran ingresos privados y que para efectos de fiscalización, deberán reportar trimestralmente al Director de Sedes Regionales, el origen de los fondos y en que fueron aplicados. b) Remitir a la Dirección de Sedes Regionales para que lo haga de conocimiento de las Filiales de este Colegio. c) A partir del mes de julio 2010, todos los ingresos generados en las Sedes Regionales, tanto los ingresos como los gastos serán del Colegio de Abogados, tal y como se establece en el acuerdo  2010-22-009 “a) El pago de los cursos de Educación Jurídica Continua que impartan las Sedes Regionales, deberán ser depositados en la cuenta del Colegio del Banco de Costa Rica”. Cinco votos. Responsable: Dirección de Sedes Regionales.
24. Se conoce, nota de la Licda. Marta Esquivel Rodríguez, relacionada con un análisis sobre la improcedencia en la asignación de escrituras a notarios de planta institucionales.
SE ACUERDA 2010-27-079 Remitir para análisis de la Comisión de Notariado, la nota  presentada sobre la improcedencia en la asignación de escrituras a notarios de planta institucionales. Cuatro votos. Responsable: Comisión de Notariado. Plazo: 15 días. La Licda. Jenny Hernández Solís, se abstiene de votar el presente acuerdo por cuanto señala ser abogada externa del Banco Nacional. 

25. La Dra. Erika Hernández Sandoval, informa que la ha estado llamando al Departamento de Servicios Técnicos de la Asamblea Legislativa, para que el Colegio emita un criterio sobre un informe que deben rendir con respecto a un proyecto de Ley que ingresó para que no sea requisito que los Jueces del Tribunal Ambiental sean abogados. Por lo anterior, externa que solicitó un criterio al Departamento Legal, quien al respecto indicó mediante informe AL-178-2010:  que de conformidad con lo establecido en  los artículos 11, 139 inciso 4, 140 inciso 8, 191 y 192 de la Constitución Política, 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 4, 6, 225 párrafo 1° y 269 párrafo 1, de la Ley General de la Administración Pública, 3 inciso c) y 4 inciso g) del Estatuto del Servicio Civil, los principios de seguridad y certeza jurídicas y la jurisprudencia y doctrina señaladas, son contrarias a derecho las leyes que establezcan la posibilidad de nombrar personas que no posean titulo de abogado como miembros de los llamados tribunales administrativos”.
SE ACUERDA 2010-27-080 Remitir el Informe AL-178-2010 del Departamento Legal, al Departamento de Servicios Técnicos de la Asamblea Legislativa, con el fin de cumplir la solicitud planteada. Cinco votos. Responsable: Presidencia. 
ARTICULO 8) INFORME DE LA COMISIÓN DE ARANCELES-LICDA. JENNY HERNÁNDEZ SOLIS. 

La Licda. Jenny Hernández Solís, como integrante de la Comisión de Aranceles, procede a presentar los siguientes casos. 

8.1.- Expediente No. xxx-2010: Solicitud formulada por la licenciada Vivian Wyllins Soto para fijar honorarios por labores prestadas a varias empresas.  Resultando I.- Que la Licda. Wyllins solicita que se le fijen sus honorarios y forma de pago, por labores notariales que le prestó a tres sociedades. II.- Que se le confirió audiencia a dos de esas sociedades para que se refirieran a los hechos de la solicitud, pero estas no comparecieron al llamado. Considerando: I.-Que los párrafos segundo y tercero del artículo primero del Decreto de Honorarios le permite al Colegio de Abogados -por medio de su Junta Directiva y la Comisión de Aranceles como órgano consultivo de la primera- determinar honorarios profesionales en las siguientes situaciones: A.- Cuando así lo soliciten los abogados y notarios respecto a la… “… prestación futura de servicios profesionales… cuando este Arancel no contemple el caso concreto”.  B.- Cuando…  “… se haya dado un conflicto de intereses o discrepancia entre el profesional y su cliente acerca del monto del cobro de honorarios, o en relación con las circunstancias de dicho cobro o pretensión, con ocasión de servicios profesionales brindados, y los que resulten de los casos en que hubiere condenatoria en costas personales en cualquier tipo de litigio jurisdiccional”. II.- Que esas son las dos únicas situaciones en las que expresamente el decreto de Aranceles confiere potestades al Colegio para fijar honorarios. No obstante, la Junta Directiva, prohijando resoluciones de esta Comisión, también ha extendido su radio de acción a aquellas situaciones en que profesionales y clientes mantienen puntos de vista distintos o inciertos sobre el valor o la forma de pago de un determinado servicio jurídico y existe la posibilidad de que surja entre ellos un conflicto de intereses. Esta labor del Colegio, meramente preventiva como se comprenderá, se apoya en los principios constitucionales y legales que permiten a las personas acudir al arbitraje.  III.- Que tanto en los casos del inciso B del considerando I como en los del considerando anterior, el Colegio requiere que en el trámite se integren todas las personas involucradas en la relación jurídica sustancial del servicio profesional, pues de lo contrario no solo se irrespetarían exigencias del principio del debido proceso como las de atender y valorar los argumentos de la totalidad de los interesados, sino, además, porque la decisión resultaría inocua ante la imposibilidad de que sea vinculante para todos ellos. No es suficiente, por consiguiente, que la gestión sea realizada por una única persona, aunque ésta manifieste que las demás están de acuerdo con el trámite. Debe advertirse, sin embargo, que, en todo caso, ningún particular está obligado a someter sus diferencias patrimoniales sobre honorarios a la decisión del Colegio de Abogados y que esa obligación solo la tienen los agremiados, siempre que sus clientes lo conminen en ese sentido. Ahora bien, en otro orden de ideas, debe advertirse que la intervención del Colegio tampoco es admisible si lo que se pretende es que sea la Institución la que realice en cada caso concreto los cálculos y la comunicación al cliente del monto de los honorarios y la forma de pago, pues esta labor compete, directa y exclusivamente, al profesional, sin que de ninguna manera pueda evadirla o trasladarla a otras personas.  Por tanto: No habiéndose apersonado todos los posibles interesados en este asunto para legitimar la decisión del Colegio, se ordena archivar el expediente.
SE ACUERDA 2010-27-081 Aprobar el informe presentado por la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, donde se evacua la consulta formulada por la Licda.  Vivian Wyllins Soto. Cuatro votos. Responsable: Comisión de Aranceles. La Licda. Vivian Wylllins Soto, se abstiene de votar el presente acuerdo por ser quien formuló la consulta a la Comisión de Aranceles. 
8.2- Expediente No. 025- 2010. Consulta formulada por el licenciado José Javier Vega Araya. Resultando: I.- Que el consultante solicita se le informe a cuánto ascenderían los honorarios profesionales por la transmisión en propiedad fiduciaria de un inmueble cuyo valor es de una determinada suma pero en la escritura el traspaso se valoró en un precio menor, pues su finalidad es la de servir de garantía hasta por esta última suma.  II.- Que en vista de que la labor profesional ya estaba realizada, se confirió audiencia a las partes entre las que se celebró el traspaso para determinar si ellas estaban de acuerdo con este trámite. Sin embargo, dentro del plazo conferido, no se apersonaron al expediente.  Considerando: I.- Que los párrafos segundo y tercero del artículo primero del Decreto de Honorarios le permite al Colegio de Abogados -por medio de su Junta Directiva y la Comisión de Aranceles como órgano consultivo de la primera- determinar honorarios profesionales en las siguientes situaciones: A.- Cuando así lo soliciten los abogados y notarios respecto a la… “… prestación futura de servicios profesionales… cuando este Arancel no contemple el caso concreto”.  B.- Cuando… “… se haya dado un conflicto de intereses o discrepancia entre el profesional y su cliente acerca del monto del cobro de honorarios, o en relación con las circunstancias de dicho cobro o pretensión, con ocasión de servicios profesionales brindados, y los que resulten de los casos en que hubiere condenatoria en costas personales en cualquier tipo de litigio jurisdiccional”. II.- Que esas son las dos únicas situaciones en las que expresamente el decreto de Aranceles confiere potestades al Colegio para fijar honorarios. No obstante, la Junta Directiva, prohijando resoluciones de esta Comisión, también ha extendido su radio de acción a aquellas situaciones en que profesionales y clientes mantienen puntos de vista distintos o inciertos sobre el valor o la forma de pago de un determinado servicio jurídico y existe la posibilidad de que surja entre ellos un conflicto de intereses. Esta labor del Colegio, meramente preventiva como se comprenderá, se apoya en los principios constitucionales y legales que permiten a las personas acudir al arbitraje.  III.- Que tanto en los casos del inciso B del considerando I como en los del considerando anterior, el Colegio requiere que en el trámite se integren todas las personas involucradas en la relación jurídica sustancial del servicio profesional, pues de lo contrario no solo se irrespetarían exigencias del principio del debido proceso como las de atender y valorar los argumentos de la totalidad de los interesados, sino, además, porque la decisión resultaría inocua ante la imposibilidad de que sea vinculante para todos ellos. No es suficiente, por consiguiente, que la gestión sea realizada por una única persona, aunque ésta manifieste que las demás están de acuerdo con el trámite. Debe advertirse, sin embargo, que, en todo caso, ningún particular está obligado a someter sus diferencias patrimoniales sobre honorarios, a la decisión del Colegio de Abogados y que esa obligación solo la tienen los agremiados, siempre que sus clientes lo conminen en ese sentido. Ahora bien, en otro orden de ideas, debe señalarse que la intervención del Colegio tampoco es admisible si lo que se pretende es que sea la Institución la que realice en cada caso concreto los cálculos y la comunicación al cliente del monto de los honorarios y la forma de pago, pues esta labor compete, directa y exclusivamente, al profesional, sin que de ninguna manera pueda evadirla o trasladarla a otras personas. Por tanto: No habiéndose apersonado todos los posibles interesados en este asunto para legitimar la decisión del Colegio, se ordena archivar el expediente.
SE ACUERDA 2010-27-082 Aprobar el informe presentado por la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, donde se evacua la consulta formulada por el Lic.  José Javier Vega Araya. Cinco votos. Responsable: Comisión de Aranceles. 
8.3- Expediente No. 003- 2010. Consulta formulada por el Licenciado Douglas Ruiz Gutiérrez para fijar honorarios por labores prestadas al señor  Randall Sabatini Pacheco. Resultando: I.- Que el Lic. Ruiz solicita que se determine cuál es el monto que debe pagarle el señor Sabatini Pacheco de acuerdo a las cláusulas suscritas o contenidas en el “Contrato de Prestación de Servicios y de Cuota Litis” que ambos suscribieron. II.- Que se le confirió audiencia al señor Sabatini, para que se refiriera a los hechos de la solicitud, pero éste no compareció al llamado. Considerando: I.-Que los párrafos segundo y tercero del artículo primero del Decreto de Honorarios le permite al Colegio de Abogados -por medio de su Junta Directiva y la Comisión de Aranceles como órgano consultivo de la primera- determinar honorarios profesionales en las siguientes situaciones: A.- Cuando así lo soliciten los abogados y notarios respecto a la… “… prestación futura de servicios profesionales… cuando este Arancel no contemple el caso concreto”.  B.- Cuando…  “… se haya dado un conflicto de intereses o discrepancia entre el profesional y su cliente acerca del monto del cobro de honorarios, o en relación con las circunstancias de dicho cobro o pretensión, con ocasión de servicios profesionales brindados, y los que resulten de los casos en que hubiere condenatoria en costas personales en cualquier tipo de litigio jurisdiccional”. II.- Que esas son las dos únicas situaciones en las que expresamente el decreto de Aranceles confiere potestades al Colegio para fijar honorarios. No obstante, la Junta Directiva, prohijando resoluciones de esta Comisión, también ha extendido su radio de acción a aquellas situaciones en que profesionales y clientes mantienen puntos de vista distintos o inciertos sobre el valor o la forma de pago de un determinado servicio jurídico y existe la posibilidad de que surja entre ellos un conflicto de intereses. Esta labor del Colegio, meramente preventiva como se comprenderá, se apoya en los principios constitucionales y legales que permiten a las personas acudir al arbitraje. III.- Que tanto en los casos del inciso B del considerando I como en los del considerando anterior, el Colegio requiere que en el trámite se integren todas las personas involucradas en la relación jurídica sustancial del servicio profesional, pues de lo contrario no solo se irrespetarían exigencias del principio del debido proceso como las de atender y valorar los argumentos de la totalidad de los interesados, sino, además, porque la decisión resultaría inocua ante la imposibilidad de que sea vinculante para todos ellos. No es suficiente, por consiguiente, que la gestión sea realizada por una única persona, aunque ésta manifieste que las demás están de acuerdo con el trámite. Debe advertirse, sin embargo, que, en todo caso, ningún particular está obligado a someter sus diferencias patrimoniales sobre honorarios, a la decisión del Colegio de Abogados y que esa obligación solo la tienen los agremiados, siempre que sus clientes lo conminen en ese sentido. Ahora bien, en otro orden de ideas, debe advertirse que la intervención del Colegio tampoco es admisible si lo que se pretende es que sea la Institución la que realice en cada caso concreto los cálculos y la comunicación al cliente del monto de los honorarios y la forma de pago, pues esta labor compete, directa y exclusivamente, al profesional, sin que de ninguna manera pueda evadirla o trasladarla a otras personas.  Por tanto: No habiéndose apersonado todos los posibles interesados en este asunto para legitimar la decisión del Colegio, se ordena archivar el expediente.
SE ACUERDA 2010-27-083 Aprobar el informe presentado por la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, donde se evacua la consulta formulada por el Lic.  Douglas Ruiz Gutiérrez. Cinco votos. Responsable: Comisión de Aranceles. 
8.4.- Expediente No. 009-2010: Solicitud formulada por la Compañía Nacional de Fuerza y Luz respecto a honorarios de la licenciada Ligia Zelenia Noboa Houed.   Resultando: I.- Que el licenciado Guillermo Sánchez Williams, como representante de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz, refiere que su representada fue condenada por el Juzgado de Tránsito de Heredia a pagar daños, perjuicios y las costas de un proceso y que en virtud de esa condenatoria las partes llegaron a un arreglo conciliatorio según el cual la Compañía acordó pagar al damnificado la suma de diecisiete millones veinte mil doscientos veintiún colones con ochenta y siete céntimos. Agrega que la licenciada Noboa Houed les está cobrando la suma de dos millones y medio por concepto de honorarios y desea saber si esa suma es correcta, de acuerdo con el Arancel. II.- Que se dio audiencia a la Licda. Noboa y ésta aceptó el cobro realizado explicando los pormenores de su actuación. Considerando: Que tomando en consideración que existió una sentencia en firme de un Juzgado de Tránsito que condenó a la consultante a pagar daños, perjuicios y costas, no existe duda de que cuando la conciliación referida se llevó a cabo, el proceso había entrado en su fase de ejecución de sentencia. Siendo así, resultan aplicables a la especie, por una parte, el artículo 40 del Arancel y, por otra parte, el inciso e) del artículo 19 en relación con el 20 ibídem. En consecuencia, a la Licda. Noboa le asiste el derecho de cobrar cincuenta mil colones por el proceso de tránsito hasta su etapa de sentencia más dos millones cuatrocientos setenta y siete mil doscientos setenta y cuatro colones por el acuerdo conciliatorio. Por tanto: Se evacua la consulta de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz en el sentido de que a la Licda. Noboa le corresponde la suma de cincuenta mil colones por la atención del proceso de tránsito y dos millones cuatrocientos setenta y siete mil doscientos cuatro colones por el acuerdo conciliatorio verificado durante la etapa de ejecución de sentencia.
SE ACUERDA 2010-27-084 Aprobar el informe presentado por la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, donde se evacua la consulta formulada por la Compañía Nacional de Fuerza y Luz. Cinco votos. Responsable: Comisión de Aranceles. 
8.5.- Expediente No. 062-2010: Solicitud formulada por el señor Luis Ottón Murillo Jiménez para fijar honorarios del Licenciado Ronald Córdoba Artavia.  Resultando: I.-Que el señor Murillo Jiménez solicita la fijación de los honorarios del Lic. Córdoba, explicando lo siguiente: Que si bien celebró un contrato de cuota litis según el cual a dicho licenciado correspondería un treinta por ciento de las sumas que se percibieran en un proceso penal por lesiones culposas a raíz de un accidente de tránsito, considera que ese porcentaje no es ni ético ni justo ya que no está conforme con el trabajo de dicho profesional, pues mostró poco interés en el caso al punto de que tuvo que ser el propio consultante quien tuviera que realizar una serie de tareas como por ejemplo llevar los escritos de la querella y de la acción civil resarcitoria a la Fiscalía de Puerto Viejo de Sarapiquí, obtener copias del expediente para suministrárselas al abogado, tratar de localizar a la propietaria del vehículo con que se ocasionó el accidente y llevar un edicto preparado por la referida Fiscalía a la Imprenta Nacional para su publicación. Por lo demás, agrega, dicho licenciado no se presentó a la audiencia de conciliación con la cual se terminó el proceso, sino que en su lugar envió al licenciado Néstor Artavia. A su solicitud agregó el consultante copias del expediente del proceso  penal y del contrato de cuota litis. II.- Que se le confirió audiencia al Lic. Córdoba y al contestar la gestión señala que estuvo durante tres años al frente del proceso y que ahora que el consultante ha obtenido su dinero, se niega a cumplir el contrato de cuota litis. Agrega que acordó con dicho señor rebajarle de ese porcentaje, la suma de setecientos sesenta y cinco mil colones que fueron aprobados en la audiencia de conciliación como honorarios de abogado de la parte querellante y actora civil. Considerando: Que tal y como se ha acreditado con las manifestaciones de las partes y las copias suministradas por ellas, efectivamente entre el señor Murillo Jiménez y el licenciado Córdoba Artavia se celebró un contrato de cuota litis según el cual el segundo tendría derecho a honorarios equivalentes a un treinta por ciento de las sumas que el primero percibiera. Este contrato debe ser cumplido por el consultante, independientemente de que él realizara algunas labores como las que refiere en su consulta, pues se trata de labores básicamente de mensajería que no forman parte de las funciones técnicas de los profesionales en derecho, razón por la cual éstos pueden servirse de otras personas, en especial las propias partes del proceso, quienes son las más interesadas en el desarrollo expedito del asunto. Ahora bien, en cuanto a que el licenciado Córdoba hubiera delegado en otro profesional la atención de la audiencia de conciliación, el hecho podría ser relevante si él no hubiera estado autorizado bajo ningún concepto para sustituir en otro colega su propia actividad. Sin embargo, no se aprecia ninguna prohibición en ese sentido en el contrato de cuota litis cuya copia las partes han suministrado en este expediente. Tampoco se vislumbra, siquiera, esa prohibición en las manifestaciones del consultante. Finalmente, en otro orden de ideas, cabe señalar que en la audiencia de conciliación se logró el pago de una cantidad considerable de honorarios para el consultante, la cual, como lo ha expresado el Lic. Córdoba, será compensada parcialmente con el monto señalado en el contrato de cuota litis. Siendo así, el señor Murillo deberá cumplir entonces con su compromiso de pagarle la diferencia correspondiente a su abogado. Por tanto: Se evacua la consulta del señor Luis Ottón Murillo Jiménez en el sentido de que el licenciado Ronald Córdoba Artavia tiene derecho a percibir el monto de sus honorarios, por la suma que se pactó en el contrato de cuota litis.

SE ACUERDA 2010-27-085 Aprobar el informe presentado por la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, donde se evacua la consulta formulada por el señor  Luis Ottón Murillo Jiménez. Cinco votos. Responsable: Comisión de Aranceles. 
8.6.- Exp. 057-2010. Consulta planteada por el Licenciado Mauricio Vargas Salas en atención a una resolución del Tribunal Primero Civil Unipersonal Por Ministerio De Ley, en proceso monitorio de cobro judicial. Resultando: Que el Lic. Vargas Salas consulta si los honorarios mínimos que establece el artículo 28 del Arancel para el caso de los procesos monitorios, se perciben en su totalidad independientemente de la etapa procesal (por tratarse justamente de un mínimo) tal y como ha resuelto esta Comisión con anterioridad o si, por el contrario, este monto se puede dividir como lo interpreta el Tribunal referido. Considera que hay una contradicción entre el criterio sostenido por la Comisión y lo resuelto por el Tribunal. Considerando: I.-Que esta Comisión, sin pretender cuestionar ninguna decisión judicial -lo cual aparte de inocuo sería irrespetuoso-, aclara que el criterio del Colegio en el sentido de que cuando el Arancel establece sumas mínimas de honorarios éstas no pueden quedar sujetas a disminuciones, así lo ha hecho porque por tratarse precisamente de montos mínimos, éstos no pueden estar sujetos a disminuciones que no se encuentren previstas expresamente en alguna norma jurídica, ya sea legal o reglamentaria. Al igual que sucede, por ejemplo, en materia laboral, cuya finalidad -la protección al trabajador- impide a los operadores del derecho disminuir mediante interpretación sus derechos mínimos, también en ésta materia arancelaria quienes aplican las normas jurídicas no están autorizados para, “de motu proprio”, realizar consideraciones que disminuyan los mínimos legales o reglamentarios establecidos para la remuneración del trabajo profesional, porque el dato positivo expreso y claro prevalece sobre el interpretativo, cualquiera que pretenda ser el fundamento de éste último. De lo contrario, el intérprete estaría invadiendo la función del legislador. II.- Que en el caso de la consulta, si el artículo 28 del Arancel establece que los honorarios mínimos de los procesos monitorios ascienden a cincuenta mil colones, como ninguna otra norma expresamente autoriza la disminución de ese mínimo,  debe entenderse que el abogado tiene derecho a percibir tal cantidad sin que lo afecten las modalidades u oportunidades de su pago. Esto quiere decir que si el proceso finaliza anormalmente, o sea, sin cumplirse todas sus posibles etapas previstas en la ley, aún así el abogado tendrá derecho a percibir la totalidad de dicho monto mínimo, porque precisamente es el mínimo con el Arancel pretende que se le remunere su trabajo profesional, tal y como sucede con un trabajador que finaliza anticipadamente su labor. Por tanto: Se evacua la consulta del Lic. Mauricio Vargas Salas en el sentido de que los honorarios mínimos establecidos en el artículo 28 del Arancel para el caso de los juicios monitorios deben cancelarse en su totalidad aún y cuando el proceso finalice anticipadamente y el pago se haya pactado en tractos.

SE ACUERDA 2010-27-086 Aprobar el informe presentado por la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, donde se evacua la consulta formulada por el Lic.  Mauricio Vargas Salas. Cuatro votos. Responsable: Comisión de Aranceles. La Dra. Erika Hernández Sandoval, se abstiene de votar el presente acuerdo por cuanto es abogada externa de la Institución. 
8.7.- Expediente número 024-2010. Consulta planteada por la Sra. Guadalupe Pérez Artavia con relación a honorarios de la Licda. Mariela Jiménez Garro.  Resultando: I.- Que expone la consultante que en juicio de divorcio del Juzgado Civil de Aguirre y Parrita se le concedió el cincuenta por ciento de los bienes gananciales de su matrimonio y que para la ejecución de sentencia contrató a la Licenciada Mariela Jiménez Garro, con quien firmó un contrato de cuota litis que especifica que los honorarios no cubren la escritura de protocolización, únicamente la confección de contratos, que fija los honorarios por todo el trámite en nueve millones de colones, pero que si se llega a un arreglo extrajudicial, serán de cinco millones de colones y que las diligencias se estimaron en ciento veinte millones de colones. Agrega que se convocó a una audiencia de conciliación y que posteriormente se suscribió un convenio de división de gananciales, por lo que la Licda. Jiménez le cobró cinco millones de colones. Señala que le pagó varias sumas de de dinero a la abogada y que luego del convenio quedaron en que en un mes le entregarían las escrituras inscritas, pero no las ha recibido. Agrega que la abogada la amenazó que si no le paga la suma de cuatro millones de colones que le cobra, hará efectivo el contrato firmado. Solicita que realizado el estudio correspondiente, le indiquen el monto justo de honorarios que debe cubrir. Presentó sentencia del proceso abreviado de divorcio, el contrato de cuota litis, diligencias de ejecución de sentencia y recibos de dinero con el siguiente detalle:
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II.- Que se confirió audiencia a la Licda. Mariela Jiménez Garro, quien sin  cuestionar los documentos presentados por la solicitante, contestó que mediante acuerdo conciliatorio celebrado entre las partes en octubre del 2009, ella ejecutó el trabajo encomendado hasta llegar a la inscripción registral de las fincas matrículas N° 96301, N° 119717 y N° 113859. Al efecto presentó estudio de dichas fincas. Otra finca más sita en Boca Vieja de Aguirre, sin inscribir, igualmente se le adjudicó como parte del acuerdo conciliatorio. Agrega que el acuerdo se presentó al despacho judicial el 22 de enero del 2010, cuando todas y cada una de las fincas se encontraban adjudicadas e  inscritas a nombre de la quejosa. Luego de eso la quejosa no quiso contestar las llamadas de teléfono que se le hicieron para el cobro de la suma convenida en el contrato. Afirma que siendo que la última finca se inscribió en enero del presente año, no existe motivo alguno para que la señora Pérez niegue el pago de honorarios. Considerando: I.- Que de acuerdo con lo expuesto por las partes y la prueba documental presentada por la solicitante, se observa que la labor de la Licda. Jiménez concluyó satisfactoriamente con el traspaso a nombre de la consultante de la finca no inscrita y con la inscripción a su nombre en el Registro Público de las otras fincas que se le adjudicaron. También se observa que la consultante entregó diversas sumas a la Licda. Jiménez para la atención de distintos rubros relativos al proceso y a la inscripción de las escrituras de traspaso. El diferendo entre las partes se circunscribe, entonces, al monto que aún debe cancelar la señora Artavia. II.- Que el artículo 238 del Código Procesal Civil permite la celebración de contratos de cuota litis supeditados al éxito de la demanda, siempre que el profesional asuma parte de los gastos o de los resultados adversos del proceso. Ahora bien, como ese punto no fue clarificado en el contrato celebrado entre las partes y como de acuerdo con dicha norma sería injusto que la consultante tenga que asumirlos, pues es a la profesional a que le correspondía aclarar el punto, esta Comisión, de conformidad con el principio de equidad recogido en el inciso 1 del artículo 1023 del Código Civil, estima que la Licda. Jiménez deberá correr con la totalidad de esos gastos y, en consecuencia, la consultante deberá cancelarle la suma de cinco millones de colones, previa deducción de los montos pagados según los recibos 25737,  87823, 85012, 176951, 176952, 176990 y 176992. En cuanto al monto por los gastos de la inscripción de las escrituras, este sí deberá cancelarlo la consultante, pues hubo acuerdo expreso en ese sentido.  Por tanto: Se resuelve la diferencia entre la señora Guadalupe Pérez Artavia y la licenciada Mariela Jiménez Garro, en el sentido de que la primera deberá pagar a la segunda el monto de cinco millones de colones, previa deducción de las sumas ya recibidas por la última, según los recibos 25737,  87823, 85012, 176951, 176952, 176990 y 176992. 
SE ACUERDA 2010-27-087 Aprobar el informe presentado por la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, donde se evacua la consulta formulada por la Sra. Guadalupe Pérez Artavia. Cinco votos. Responsable: Comisión de Aranceles. 
8.8.- Expediente número Xxx-2009. Consulta planteada por el señor Jacques Cloutier en representación del Grupo Carpola S. A. sobre honorarios de los Licenciados Olman Arguedas Salazar, Alberto Fernández López y la Licenciada Evelyn Salas Murillo. RESULTANDO: 1.- El consultante dice que mediante expediente N° CCA18-AR-10-02-09 del Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio, su representada Grupo Carpola S.A, presentó demanda contra GMG ENTERPRISE CORP y SERVICIOS FIDUCIARIOS DEL FORO S.A. Manifiesta que dicho proceso lo iniciaron por un incumplimiento contractual de un fideicomiso constituido por la suma de 6.210.000 dólares a favor de GMG ENTERPRISE, por la compra de seis inmuebles. Expresa que su intención era que el tribunal resolviera el fondo del asunto y los restituyera el pleno goce de sus derechos. No obstante, sorprendentemente por resolución del 06-09 de las 9 horas del 8 de julio de 2009, el tribunal arbitral declaró con lugar las excepciones de incompetencia y de litisconsorcio pasivo necesario presentadas por los demandados. Manifiesta que a pesar de ello, el tribunal arbitral cobró honorarios y gastos administrativos como si el proceso hubiera culminado con un laudo, basado en una errónea interpretación y aplicación de la ley, cuando en realidad lo único que hicieron fue emitir unas cuantas resoluciones de mero trámite. Expresa que no puede perderse de vista que el arbitraje es una actividad que realiza la administración pública cuando decide controversias o conflictos entre dos o más sujetos, lo cual no se ha dado en este caso. En virtud de lo anterior pide que se le indique si los licenciados Evelyn Salas Murillo, Olman Arguedas Salazar y Alberto Fernández Lobo, jueces del Tribunal Arbitral del Centro de Conciliación de la Cámara de Comercio, cobraron los honorarios de ley o bien lo hicieron en exceso pues por cada uno se pidió la suma de 2.272.72 dólares y por gastos administrativos la suma de 11.000 dólares. 2.- Mediante oficio del 27 de octubre de 2009,  se les dio audiencia por el plazo de 5 días a los licenciados Evelyn Salas Murillo, Olman Arguedas Salazar y Alberto Fernández López. 3.- Por escrito presentado el día 3 de noviembre de 2009, la licenciada Evelyn Salas Murillo, informó lo siguiente: Que la Comisión de Aranceles es incompetente para pronunciarse sobre sus honorarios debido a que este tipo de estipendios están regulados en la Ley RAC y mediante los Centros Privados de Administración de Arbitrajes según lo establecido por la Dirección Nacional de Resolución Alterna de Conflictos del Ministerio de Justicia que los regula. Que efectivamente el consultante, señor Cloutier, presentó a nombre de su representada, el 19 de febrero de 2009, ante el Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio de Costa Rica, requerimiento arbitral solicitando la apertura de un arbitraje en contra de GMG ENTERPRISE CORP y SERVICIOS FIDUCIARIOS DEL FORO S.A, bajo el expediente CCA-18-AR-10-02-09. Que en dicho expediente se dictaron las siguientes resoluciones: Resolución 01-09 de las 9 horas del 12 de marzo de 2009, Resolución 02-09 de las 9 horas del 20 de abril de 2009,  Resolución 03-09 de las 14 horas del 14 de mayo de 2009, Resolución 04-09 de las 14 horas 30 minutos de junio de 2009, Resolución 05-09 de las 11 horas 30 minutos del 18 de junio de 2009 y Resolución 06-90 de las 9 horas del 8 de julio de 2009, Que la resolución 06-09 de las 9 horas del 8 de julio de 2009, mediante la cual el Tribunal Arbitral declaró su incompetencia, fue notificada al señor Cloutier el 10 de julio de 2009. No obstante, ni dicho señor ni el otro actor (señor Fallas Agüero) ejercieron el derecho de recurrirla (arts. 37, 38 y 42 de la Ley RAC). Que una vez que quedó firme la citada resolución el Tribunal Arbitral perdió su competencia (ver resolución 806-F-01 de las 16 horas 35 minutos del 10 de octubre de 2001, de la Sala Primera) Que la declaratoria de incompetencia como consecuencia de la excepción de litis consorcio pasivo necesario tiene fundamento en las resoluciones de la Sala Primera N° 746-C-2007 de las 8 horas 45 minutos del 19 de octubre de 2007, 509-A-S1-2009 de las 15 horas 35 minutos del 21 de mayo de 2009. 4.- Mediante contestación de fecha 3 de noviembre de 2009, los señores Olman Arguedas Salazar y Alberto Fernández López informaron que el consultante, señor Cloutier, presentó a nombre de su representada, el 19 de febrero de 2009, ante el Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio de Costa Rica, requerimiento arbitral solicitando la apertura de un arbitraje en contra de GMG ENTERPRISE CORP y SERVICIOS FIDUCIARIOS DEL FORO S.A, bajo el expediente CCA-18-AR-10-02-09. Que lo relativo a los honorarios de los árbitros no es competencia del Colegio de Abogados, sino del Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio de Costa Rica, de conformidad con los artículos 37 de su Reglamento de Arbitraje, su arancel de honorarios arbitrales, debidamente autorizado por el Ministerio de Justicia, 73 de la Ley RAC y el artículo 6 inciso e) del Decreto Ejecutivo 32152 “Reglamento al Capítulo IV de la Ley RAC”. CONSIDERANDO: I.- HECHOS PROBADOS: A.- Que efectivamente el consultante, señor Cloutier, presentó a nombre de su representada, el 19 de febrero de 2009, ante el Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio de Costa Rica, requerimiento arbitral solicitando la apertura de un arbitraje en contra de GMG ENTERPRISE CORP y SERVICIOS FIDUCIARIOS DEL FORO S.A, bajo el expediente CCA-18-AR-10-02-09. B.- Que en dicho proceso se le condenó al señor Cloutier al pago de los honorarios de los árbitros a razón de 2.272.72 dólares por cada uno más gastos administrativos por la suma de 11.000 dólares.II.- SOBRE EL FONDO: Llevan razón los licenciados Evelyn Salas Murillo, Olman Arguedas Salazar y Alberto Fernández Lobo, jueces del Tribunal Arbitral del Centro de Conciliación de la Cámara de Comercio que conoció el expediente CCA-18-AR-10-02-09 al indicar que la Comisión de Aranceles del Colegio de Abogados es incompetente para conocer del presente reclamo. El Decreto Ejecutivo No. 32493, circunscribe la competencia de la Comisión de Aranceles al conocimiento de los casos o controversias que se susciten en materia de honorarios entre un profesional en Derecho que ejerza su profesión liberalmente. En el caso particular, tenemos que la consulta del señor Cloutier versa sobre la discrepancia en cuanto a los emolumentos pagados a los licenciados Salas Murillo, Arguedas Salazar y Fernández Lobo, pero en su condición de árbitros designados por el Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio de Costa Rica para la resolución del expediente CCA-18-AR-10-02-09, y no como abogados en el ejercicio liberal de su profesión. Los estipendios que han de recibir los árbitros responden no al trabajo de asesoría que realiza un abogado frente a su cliente o patrono, que es lo regulado en el arancel de honorarios de abogacía y notariado, sino a la función decisoria y objetiva que desempeña como juez designado por las partes con el objeto de determinar o resolver una situación conforme a derecho o a los principios de equidad. Dichos emolumentos están regulados por norma especial (ley RAC, Decretos Ejecutivos 27166-J y 32152-MJ y Reglamento del Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio de Costa Rica) que los sustrae de la competencia que le ha sido asignada a esta Comisión. Consecuentemente, ha de indicarse que cualquier desavenencia de este tipo debe ser planteada ante el propio tribunal arbitral que ha conocido de la demanda arbitral, o bien ante la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia cuando sea legalmente procedente, y no ante este órgano por carecer de la competencia requerida, según se apuntó. POR TANTO: La consulta resulta improcedente por carecer la Comisión de Aranceles de la competencia para emitir criterio sobre la procedencia de los honorarios de los árbitros.
SE ACUERDA 2010-27-088 Aprobar el informe presentado por la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, donde se evacua la consulta formulada por el señor Jacques Cloutier en representación del Grupo Carpola S. A. Cinco votos. Responsable: Comisión de Aranceles. 
8.9 La Licda. Jenny Hernández Solís, en representación de la Comisión de Aranceles, presenta el  caso establecido por el  Banco Nacional de Costa Rica, donde la Comisión había resuelto, lo cual fue avalado por la Junta Directiva, que no es responsabilidad de los Notarios ir a la oficina de la Uruca a recoger expedientes. Dado lo anterior se valoró que andar recogiendo expedientes de manera personal y devolverlos igualmente de manera personal  no está dentro de los honorarios del notario, por lo que se les fijó la hora profesional en ¢50.000.00. Dado lo anterior, señala que el Banco Nacional está presentando un Recurso de Revocatoria, argumentando que es parte de las funciones del Notario recoger los expedientes. 

SE ACUERDA 2010-27-089  Se rechaza el Recurso de Revocatoria interpuesto por el  Banco Nacional de Costa Rica, ya  que los honorarios que se pagan al Notario es por la formalización de la escritura y su inscripción en el Registro Nacional, los trámites de mensajería que se les está solicitando a los Notarios que realicen, se paga por hora profesional a ¢50.000.00.  Se le  informa a la entidad bancaria citada que lo determinado por el Colegio de Abogados, es vinculante y por ende quedan expuestos a acciones legales. Tres votos. Las Directoras Erika Hernández Sandoval y Jenny Hernández Solís, se abstienen de votar el presente acuerdo por cuanto son abogadas externas. 
Al  ser las veintitrés horas con quince minutos se da por finalizada la sesión.
Dra. Erika Hernández Sandoval
 
             Lic. Ronald Eduardo Segura Mena
               Presidenta                                                                     Secretario
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